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“Aramburu Alfredo Ignacio C/

(4) Causa nº 54262          Clinica y Maternidad Privada  

                            María Auxiliadora S.A s/ Co

                            bro Ejecutivo”                                                             

                          Juzgado Civ. Y Com. 1 Olav. 

Nº........Int. Civ.-

Azul, 3 de Marzo de 2010.-

                 Y VISTOS:

             CONSIDERANDO:

     




I)Llegan estos autos a la Alzada con motivo de los recursos de apelación deducidos en subsidio a fs. 46/49 y fs. 52/54 contra las resoluciones obrantes a fs. 38 y 51 respectivamente.

                          II) En cuanto al primero, hemos de reseñar que requerido que fue el libramiento de giro por capital, el a quo supedito su proveimiento a la firmeza de la liquidación practicada a fs. 36/37. Oportunamente, ello motivó que el recurrente solicitara la revocación por contrario imperio de la providencia en cuestión, interpretando que el estado de estas actuaciones ( dinero depositado en concepto de capital, intereses y costas; sentencia firme ), autorizaba la entrega de dicho monto, sin que sea necesario practicar liquidación, aprobarla y regular honorarios. Asimismo, no obstante considerar suficientes los fondos existentes en la cuenta judicial, ofrecía prestar caución juratoria a los fines de la ley 6716, en cuanto aportes y contribuciones( conf. fs. 46/49). Rechazada que fue la revocatoria a fs. 51, por entender el a quo que tal pedido debía supeditarse a la firmeza de la liquidación, y seguidamente, al cumplimiento del art.20 ley 6716, corresponde adentrarnos en el tratamiento de la apelación.     

                     II a.) El punto de partida para abordar esta cuestión consiste en determinar si, existiendo fondos en el expediente, el acreedor puede sin más, percibir la suma ya líquida en concepto de capital, o bien se debe diferir su percepción a la oportunidad de contar con una resolución aprobatoria de la liquidación que comprenda del resto de los rubros que integran la condena.

                  Conforme fuera interpretado por la Sra. jueza de primera instancia, el art. 557 del CPCC dispone                                                                                                                           que, “cuando lo embargado fuera dinero, una vez firme la sentencia, o dada la fianza a que se refiere el art. 553, el acreedor practicará liquidación del capital, intereses y costas, de la que se dará vista al ejecutado. Aprobada la liquidación, se hará pago inmediato al acreedor del importe que de ella resultare”. Así las cosas, la aprobación de la liquidación resultaría un estadío condicionante para la percepción. Porque no obstante que la norma,“ bajo un título particular habla de pago inmediato, establece una forma especial para proceder hasta que finalmente el ejecutante, pueda acceder de verdad a ese dinero”(Novellino Norberto José, “Ejecuciones”, ed. Astrea, 2003. pàg. 433).      

                La experiencia tribunalicia autoriza a pensar que, en ciertos casos, tal solución puede tornarse disvaliosa. Más si como se ha dicho, procurar la satisfacción del acreedor a la mayor brevedad y con el menor perjuicio posible al deudor, han de ser principios que deben orientar la ejecución forzada (v. Podetti, Ramiro J. “Tratado de las Ejecuciones”, ed. Ediar, 3º edición, 1997).  

                 Efectivamente, el método de la liquidación “previa a giro”, tiene la potencialidad de generar demoras en el pago de la condena, ya sea por las frecuentes incidencias a que da lugar toda liquidación impugnada, ya sea por las apelaciones deducidas ( Conf. Vernengo Prack, Rómulo E.M.,“ Algo más sobre las reformas al Código Procesal Civil y Comercial”, ED, 95-739, cuya sentida crítica al sistema en el acápite “Desnaturalización de las Ejecuciones”, ha merecido adhesiones de Doctrina; ver al respecto Novellino, Norberto J. Ob. Cit, pág. 434). Es más, haciéndose eco de los inconvenientes que generan tales cuestiones cuando hay dinero depositado, en una oportunidad, la Cámara Nacional Civil resolvió que “Si lo embargado en una sentencia de trance y remate es dinero, debe pagarse al acreedor inmediatamente”(CN Civ. Sala A Nº 19-964, en los autos “ Ben de Choiza...”, publicado en LL, T.116-817).   

                   II b.)En el sub lite, existe sentencia firme. Y, si bien es cierto que aún no se cuenta con “liquidación aprobada”, sí existe una “condena al pago de cantidad líquida y determinada”, en cuanto al monto del capital adeudado ( art. 500 C.P.C.C. 2º párr.). Por ello, si hemos reconocido la problemática que genera la aplicación del art. 557 del C.P.C.C. en supuestos en que lo embargado es dinero y, sabemos con absoluta certeza que el capital debe ser abonado, no se advierten razones de peso que ameriten retener pasivamente toda la suma y diferir la percepción de, al menos un monto por  tal concepto. 

                   II c.)Asumir tal decisión, implica aplicar una hermenéutica valiosa, que como ha dicho este tribunal,“ debe atenerse a la realidad y a las consecuencias de las resoluciones judiciales”(esta Cámara, Sala II, en los autos “ Gomez...”, del 16.03.00 entre otras). Además, valga señalar, que tal solución no solo no perjudica al ejecutado, sino que lo beneficia. Porque, la extracción del capital importa como principio, el cese del curso de los intereses, procediendo su liquidación solo hasta esa fecha (arts. 509 y 622 del Código Civil).            

               Sabido es que uno de los factores que mas contribuye a dotar a los procesos de una mayor eficacia es el acortamiento de los tiempos procesales, una de cuyas manifestaciones- que interesa especialmente en el caso que nos ocupa-, es la menor dilación posible en la satisfacción del derecho material reclamado (esta Cámara, Sala II en la causa nº 47.612,“Gancedo...”, del 19.08.04). 
                   II d.) Llegados a este punto, corresponde analizar que monto el ejecutante se encontraba facultado para retirar. El capital admitido en sentencia –equiparable a suma “líquida”- asciende a seis mil cien pesos( $ 6100 ).Asimismo, si bien el monto inicial del embargo preventivo era de nueve mil ciento cincuenta pesos($ 9150), conforme resolución de fs. 55 vta. el mismo se amplía por mil doscientos sesenta y dos pesos con ochenta y ocho centavos ($ 1262,88). Pero, ciertamente, como no contamos con saldo actualizado de la cuenta de autos, hemos de estar al monto que surge de fs. 28 una vez deducida la trasferencia de la que se da cuenta a fs. 41, es decir, nueve mil ciento cincuenta pesos ($ 9150). Consecuentemente, existiendo fondos  para resguardar el pago de honorarios, aportes y contribuciones (art. 21 ap. 2º ley 6716), no se advierte obstáculo para hacer lugar a lo solicitado y autorizar en este estado, la extracción del capital admitido en condena, esto es seis mil cien pesos($ 6100). 

                  III)Por último, corresponde adentrarnos en el tratamiento del segundo recurso impetrado(conf. fs.52/54),relativo al impuesto de Sellos y su liquidación como gasto causídico ( conf. fs. 36 vta.), que fuera desestimado de oficio por el a quo a fs. 51.   

                  III a.)Conforme lo dispuesto por el Código Fiscal, en los pagarés, el impuesto en cuestión “estará totalmente a cargo del deudor” ( art. 279 de dicho cuerpo legal ). Asimismo, dado que su pago debe ser abonado con independencia de una posterior acción judicial ( art. 228 y conc. del Cód. Fiscal ), no resulta ser un gasto causídico ( art. 77 C.P.C.C.).  

                 Ahora bien, no escapa a este Tribunal que cierta jurisprudencia haya flexibilizado su admisión en la misma liquidación de la ejecución, siempre y cuando, éste hubiera sido reclamado por el actor en su demanda ( Cám. Nac. Com. Sala A; L.L, 116-822, sum. 11.165; jurisprudencia citada por Falcón Enrique M “Procesos de Ejecución”, T. I, Volumen B; ed. Rubinzal Culzoni). Ello, seguramente, a los fines prácticos de no someter al acreedor a la promoción de otro juicio para el recupero de tales sumas. 

                  III b.)En autos, si bien el importe oblado a razón del tributo de Sellos no resulta intergrativo de la pretensión(conf. fs. 10/13), transciende que tampoco su liquidación en concepto de gastos judiciales haya merecido oportuna impugnación del ejecutado(conf. fs. 55/56). Por ello, dado que la suma fue efectivamente pagada (conf. fs.8/9) y resulta ciertamente debida por el deudor (art. 279 Cód. fiscal), se interpreta como un excesivo apego a las formas, no admitir su inclusión tan solo porque ésta no sea la vía propiamente dicha.Por ello, el agravio debe ser admitido.

               Tal conclusión, no importa desconocer la facultad del a quo de observar de oficio errores puramente numéricos y de fácil determinación (esta Sala, causa 46.219 “Automotores Daeler SRL...”, del 07.10.03; causa nº 50.918, “Orellana...”, del 18.04.07, entre otras); sino que dadas las especiales particularidades apuntadas, “pretende no diferir su pronunciamiento a un ulterior litigio” ( esta Sala causa nº 36763 en los autos “Giles...” del 20.06.96), y brindar una alternativa procesal de mayor economía, concentración y celeridad (art. 34 inc. 5, ap. e del C.P.C.C.).           

                    Por todo lo expuesto, SE RESUELVE: 1)REVOCAR la resolución de fs. 51 con el alcance dispuesto en el acápite II d.) del presente, autorizando en este estado al ejecutante, a la extracción de seis mil cien pesos ($ 6100), en concepto de capital. 2)REVOCAR lo resuelto a fs. 51 “ in fine”, y admitir consecuentemente el rubro impugnado conforme el alcance de la presente resolución. 3)Sin costas, por no mediar oposición y atento al modo en que se generó la cuestión. Notifíquese por Secretaria y devuélvase.      

